Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 35 minutos) 


La Comisión de Medio Ambiente del Senado tiene mucho gusto en recibir al señor Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, al señor Subsecretario, al Director de Ordenamiento 
Territorial, a la Directora de Medio Ambiente y a sus asesores, fruto del pedido de convocatoria que el señor 
Senador Moreira hizo a esta Comisión asesora, a los efectos de que nos informaran respecto del 
fraccionamiento Las Garzas y del puente sobre la laguna Garzón. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero dar la bienvenida al señor Ministro, al señor Subsecretario, a los Directores de 
la DINAMA y de la DINOT, así como a sus asesores. 


El tema que nos convoca en el día de hoy ya lo habíamos comenzado a plantear en el Plenario 
en ocasión de aprobarse la modificación a la Ley de Ordenamiento Territorial vigente -concretamente, la 
modificación al artículo 83 de la Ley N* 18.308- y nos preguntábamos por qué un par de meses después de 
aprobada ya se estaba modificando. Esta modificación consiste, básicamente, en la variación del régimen 
de propiedad horizontal en zonas suburbanas. En aquella ocasión tuvimos noticias de la autorización de un 
fraccionamiento en la zona de la laguna Garzón, en el departamento de Rocha, en una franja costera de un 
kilómetro y medio, sobre un área de alrededor de 240 hectáreas, con un proyecto de casi 500 lotes de 
2.500 metros cuadrados. Entonces, convocamos a la DINAMA -y solicitamos información a su Directora, 
que hoy también está presente- a los efectos de consultar por qué había dos tipos de clasificaciones 
diferentes. Me explico. La primera lo categorizaba como un proyecto B, por lo que iba a requerir de un 
estudio de impacto ambiental, de acuerdo con lo que ordena la ley. Incluso, el proyecto original había 
merecido observaciones del área jurídica del Ministerio; creo que fue el doctor Cousillas quien realizó una 
serie de observaciones, que me parece debían ser levantadas, ya que tenían que ver con las 
características del terreno y con determinada protección ambiental que a su juicio demandaba esa 
superficie. Estamos hablando de una zona costera, con cárcavas y ambientalmente frágil, sobre la cual 
había que tomar precauciones. Como dije, las observaciones debieron ser levantadas pero, en vez de eso, 
los emprendedores desistieron de esa primera solicitud de clasificación y se presentaron con otro nombre; 
creo que cambió la razón social de una sociedad anónima. Es más, recuerdo que hubo un error en el 
padrón porque el que se denunciaba era diferente, aunque luego quedó bien claro que se trataba del 
mismo padrón y del mismo lugar. 


Si no me equivoco, el proyecto tal cual quedó prevé 486 lotes con una sola servidumbre de 
acceso a la playa; quiero recordar que estamos hablando de un kilómetro y medio de playa. Los dos 
proyectos eran iguales -en el que se modificó, eso no cambió- y sobre el lateral hay una servidumbre para 
acceder a la playa, lo que, sin duda, viola el artículo 83 de la Ley de Ordenamiento vigente en momentos 
en que se hizo la segunda clasificación, que le otorgó una categorización A. 


En aquel momento nos preguntábamos cómo la DINAMA podía proceder a categorizar y trabajar 
en la clasificación ambiental de un proyecto que violaba la ley y que considerábamos que debía haber sido 
descartado de plano. Por ello, si se adaptaba a la ley, se clasificaba, pero si no se ajustaba al marco legal 
vigente, no. Nos parecía que eso era de orden porque ningún organismo público puede actuar dando 
autorizaciones o realizando actos administrativos violando el marco legal vigente por la mayor jerarquía de 
la ley. 


He estado releyendo la versión taquigráfica y en esa comparecencia, cuando le pregunté al 
respecto, la ingeniera Torres nos dijo que el fraccionamiento ya existía, que ya había sido autorizado. 


Posteriormente, el señor Pastorin señaló que, al momento de la aplicación de la ley, los días 5 y 6 de 
agosto del año pasado se llevaron adelante talleres -y tengo en mi poder la versión taquigráfica de sus 
palabras- de Reglamento Territorial con los Directores, porque el tema era objeto de preocupación de las 
Intendencias de Rocha y Maldonado. Mencionó también que, cuando había un acto administrativo 
autorizando el fraccionamiento, no se aplicaba la ley sobre fraccionamiento ya que, en realidad, estaba 
vigente el marco legal anterior. Por lo tanto, todos los proyectos de ley que contaban con un acto 
administrativo del Gobierno Departamental otorgando la autorización, quedaron en el marco de la ley 
anterior; mientras tanto, aquellos que estaban a estudio y todavía no habían sido contemplados, iban a ser 
abarcados por la Ley N* 18. 308. 


Si se me da una explicación a este respecto, podré entender. Seguramente se habrá incurrido en 
un error, porque ese fraccionamiento no había sido autorizado. Sí había sido acreditado uno que se 
denominaba de la misma manera, es decir, Las Garzas, pero que nada tenía que ver con esto; 
concretamente, me refiero al paraje Las Garzas, que lo único que tenía era la viabilidad de la Intendencia 
de Rocha. Dado que quien habla fue Intendente, sabe de qué se trata, y lo cierto es que se debe pasar por 
todas las etapas de autorización correspondientes. La viabilidad es una especie de primer paso para decir 
que tal cosa parece conveniente y que, en principio, no se tiene nada que objetar, pero no es más que eso. 


Insisto en que pregunté, y ahora veo que, efectivamente, el fraccionamiento no estaba 
autorizado. La autorización definitiva se dio con un contrato-plan que, según creo, se firmó en el mes de 
diciembre del pasado año, y nosotros estamos haciendo referencia al mes de agosto de 2008, momento en 
que se llevó adelante esa autorización ambiental previa. 


Este tema fue muy debatido en la Junta Departamental y existen acciones legales de toda 
naturaleza. Es más; desconozco si el señor Ministro está al tanto, pero hemos recibido a representantes de 
una organización ambiental y de un estudio jurídico que se encarga de estos temas, quienes se 
presentaron con una acción de amparo ante el Juzgado Letrado de Primera Instancia del departamento de 
Rocha de Tercer Turno. Dicha acción fue desestimada por acción de forma -no de contenido- porque la 
Jueza entendió que existían otros caminos -no el sumarísimo ámbito de la acción de amparo- para fallar a 
favor de los accionantes. Simplemente, se desestimó la acción porque se entendió que se debía acudir por 
otra vía. De cualquier manera, hubo una actuación judicial que tuvo apreciaciones de singular gravedad. 


Por ese motivo, era de mi interés que concurriera el señor Ministro a esta Comisión, pues 
entiendo que cuando un Juez Letrado hace considerandos como los que he leído, que no solo refieren a 
esa violación de la ley a la que aludía, sino que hablan también de la protección ambiental y de que a juicio 
del Juez se trata de un territorio que no puede ser clasificado como A), estamos ante una situación muy 
especial. 


La Jueza manifiesta que en autos surge que el padrón, ubicado en la 7? Sección Judicial de 
Rocha, linda por un kilómetro y medio con la costa oceánica del departamento de Rocha, está ubicado a 
varios kilómetros de la laguna de Rocha y es abarcado en un porcentaje muy alto por cárcavas en estado 
natural que se apreciaron durante la dirigencia de inspección ocular. El terreno dentro de ellas es 
especialmente frágil, pudiendo desmoronarse sus flancos o taludes con una leve acción de una mano 
humana, como se comprueba en las fotografías tomadas en la inspección judicial. Luego dice que el 
inmueble se encuentra ubicado junto al Parque Nacional Lacustre. El área del corredor biológico entre las 
lagunas posee vegetación y fauna que no fue considerada particularmente en el estudio de impacto 
ambiental y no se especifican. Las especies allí existentes surgen de la información que obra de los 
estudios de la dinámica costera y de la biodiversidad de las lagunas Garzón y Rocha (PROBIDES). 


En definitiva, en mi opinión, la Jueza dice cosas graves, por ejemplo, cuando se refiere a la 
viabilidad municipal y señala que dicha acción se habría dado a destiempo. 


La señora Jueza agrega que la viabilidad no implica la aprobación del proyecto, y antes de 
terminar el trámite en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -refiriéndose a la 
autorización ambiental previa- lo único que existía a nivel departamental era la viabilidad para que el 
proyecto fuera considerado si obtenía la autorización. Luego señala que, en la modalidad concertada 
(artículo 35), la aprobación se plasma en la resolución que habilita contratar porque admite los términos del 
contrato, y ello sucedió cuando hacía varios meses que se encontraba vigente la Ley 18.308, que la 
Intendencia y el Ministerio acordaron en términos caballerescos no aplicar. 


Realmente, llama la atención el hecho de que la Jueza diga que una Intendencia y un Ministerio 
acordaron no aplicar la ley en términos caballerescos, porque la cortesía no tiene jerarquía en el 
ordenamiento jurídico uruguayo. 


Luego la sentencia expresa que se otorgó la autorización ambiental previa por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, suscrita por el señor Ministro, sin que el mismo 
aplicara la ley N* 18.308, y la Directora de Medio Ambiente creía que el fraccionamiento proyectado por 
Consultatio S.A. para el padrón N* 43945, lo era para un fraccionamiento anterior ubicado a kilómetros del 
lugar. Igualmente, desconocía la posibilidad (u obligación) de remitir un expediente a la Dirección de 
Ordenamiento Territorial a sus efectos (Organismo integrante del mismo Ministerio), conociendo que existía 
dicho organismo, y a sabiendas de que el MVOTMA se había comprometido a que aquellos proyectos en 
que restara la aprobación municipal del fraccionamiento, con suscripción del Contrato-Plan -esto se hizo en 
diciembre- por el artículo 35 de la Ordenanza Costera de Rocha no se verían afectados por la nueva ley, 
pero aquellos en los que restara la referida etapa, se aplicaría la Ley N” 18.308. La señora Jueza agrega 
que ciertamente, los hechos que se reseñan son pasibles de ser calificados de desprolijidades 
administrativas. Sinceramente, creo que es muy grave lo que se dice en este Considerando. 


Más adelante la sentencia dice: “En el estudio de impacto al medio ambiente realizado por el 
promotor no se consideró el impacto sobre la fauna que hoy habita la zona, que permanece en la misma 
forma”, etcétera. Luego agrega: “No se estima en el proyecto la acumulación de efectos, si existieran otros 
fraccionamientos de iguales características cercanos al que hoy nos convoca, menos aún se estiman los 
impactos en la fauna, la flora y la interacción entre las mismas y las Lagunas”. “Ni siquiera se considera la 
acumulación del impacto ambiental que producirá la construcción del puente sobre la Laguna”. Esto, 
además, viene unido a un proyecto de puente en José Ignacio que uniría los dos departamentos, un viejo 
sueño de algunos que les quita el sueño a otros. Además, en su momento se hizo una preventa en Buenos 
Aires, violando absolutamente las normas vigentes -aunque este ya no es un tema del señor Ministro- y 
siempre se presentaron juntos el proyecto del puente y el fraccionamiento, porque el acceso por José 
Ignacio es mucho más grato y mucho más lindo que por la Ruta 9. Tengo entendido -aclaro que lo leí en la 
prensa- que el puente fue categorizado como “C”, pero insisto: estoy convencido de que el puente y el 
fraccionamiento son una unidad indisoluble. Entonces, me llama poderosamente la atención que se 
categorice como “A” algo que no necesita de estudio de impacto ambiental. Yo leí la clasificación de la 
DINAMA y realmente no tiene mayores fundamentos; la verdad es que no se rompieron mucho la cabeza. 
Simplemente se dice “no se considera” con respecto a los distintos impactos y no se explica más nada; del 
expediente administrativo no surge nada muy convincente. Entonces pregunto cómo se categoriza como 
“A” algo que tiene esas cárcavas. He leído la Ordenanza Costera de Rocha, que es un decreto 
departamental, y en su artículo 22 habla de las cárcavas, que son estructuras de índole erosiva. 
Concretamente, el artículo 22.2 dice: “Se dispone que dichas cárcavas serán áreas de exclusión de 
fraccionamiento o edificación. 


El Ejecutivo Comunal, promoverá a través del programa de “Gestión Integrada de la Zona Costera' 
la profundización del conocimiento de su dinámica y evolución, así como un estudio y propuesta de 
recomendaciones en cuanto a su valor didáctico y paisajístico”. 


Es decir que en principio las cárcavas están excluidas, y la señora Jueza dice que está lleno de 
cárcavas y se tocan con la mano y se caen. La Ordenanza Costera habla también del suelo rural no 
urbanizable; en realidad esto es suburbano, pero parece ser que tiene las características de este suelo, 


que excluye el posible uso urbano. En todo caso, este es un tema discutible. Lo que mencioné de las 
cárcavas, parece que fue así, y es por eso que pregunto por qué primero se clasificó B y después A, 
cuando no se levantaron las observaciones. Además, se archivó el expediente. 


Por otra parte, quisiera saber por qué nunca se realizó la comunicación a la Intendencia de 
Rocha, lo que quedó de manifiesto porque hasta cesaron a un Director de esa Comuna, dado que la única 
clasificación que oficialmente llegó a dicho Municipio fue la A y no la B, que además la envió la empresa y 
no el Ministerio. 


Todo esto que estoy diciendo figura en el expediente, lo expresó la propia Jueza y quedó bien en 
claro en la Junta Departamental. 


También me llamó la atención una declaración del Intendente cuando comparece en la Junta 
Departamental. En esa oportunidad, dicho jerarca expresó que el día que el expediente anduvo muy rápido 
fue cuando él mismo concurrió al Ministerio y lo llevó; ese día logró que se dictaran tres actos 
administrativos. Insisto en que esto lo expresó el Intendente, quejándose de la burocracia estatal, algo que 
hoy en día está muy de moda. En este momento no tengo la versión taquigráfica, pero si nuestros 
visitantes la quieren, puedo alcanzarla. El 19 de agosto se dictan varios actos administrativos: el 
expediente pasa a la División Evaluación de Impacto Ambiental, donde un técnico hace un informe; el 
mismo día se pronuncia el Director de esa División e inmediatamente la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente lo aprueba y lo cursa a la Asesoría Letrada. Fue el propio Intendente quien expresó que él mismo 
realizó las gestiones pertinentes para que esto se solucionara, y descuento la buena intención y la 
honorabilidad de su proceder al tratar de agilitar el trámite de un proyecto que considera estratégico para 
su departamento. 


Lo que quiero saber es por qué se clasifica primero A y luego B; si mejoró tanto el proyecto como 
para cambiarlo de categoría. También desearía saber si la DINAMA no considera que, dadas las 
características del lugar, procedería realizar un estudio de impacto ambiental, aunque si ya no lo hubo y no 
lo hay, no lo habrá, porque este proyecto viene a toda máquina. 


Además, creo que el inversor -me refiero al señor Constantini- violó las normas, porque comenzó 
a construir antes de tener las autorizaciones. Ello quedó de manifiesto porque la Intendencia o la DINAMA - 
en realidad no sé ciertamente cuál de las dos- le ordenó que detuviera las obras. Insisto en que este señor 
comenzó la construcción sin tener las debidas autorizaciones, violando sistemáticamente la ley. Se trata, 
seguramente, del “pacto de caballeros” del que habla la Jueza Letrada de Rocha. 


Si se considera que ha habido una buena actuación, me gustaría que se me explicara y, en todo 
caso, que se me rectifique si es incorrecto lo expresado en cuanto a que no había autorización 
administrativa. En esta misma Comisión se dijo que había autorización cuando, en realidad, no la había. 
Insisto en que no había mediado autorización administrativa, porque el fraccionamiento se aprobó en 
diciembre con el Contrato-Plan, cuatro meses después. 


Reitero que acá se han violado varias normas. Me gustaría saber si la DINOT tuvo alguna 
participación en esto, porque también es un tema de ordenamiento territorial y no sólo la DINAMA debe 
tener injerencia en él, ya que con este proyecto se estaría creando un centro poblado con 486 viviendas, 
que se construirán o no. En caso afirmativo, creo que se deberían tener en cuenta las previsiones de la Ley 
de Ordenamiento Territorial en cuanto a la reserva de espacios públicos, así como la eventual construcción 
de viviendas de interés social, que eran algunos de los elementos surgidos en las largas discusiones que 
mantuvimos en reiteradas oportunidades sobre dicha ley. Perfectamente se podría prever la construcción 
de viviendas de interés social porque en la zona habrá muchos trabajadores, puesto que si en ese 
fraccionamiento construirán sus mansiones 486 millonarios, seguramente habrá jardineros, fontaneros, 
electricistas, cocineras y mucamas, entre otros. Reitero que quisiera saber si esto está previsto, porque la 
ley lo establece. También desearía que se me contestara si está prevista la reserva de espacios libres en el 


fraccionamiento. La DINAMA y la DINOT tienen que controlar la aplicación de la ley. En ese sentido, la 
Jueza dice que sin desconocer la existencia de conductas administrativas más que erráticas, 
aparentemente tendenciosas, debe concluirse que todas las habilitaciones que restan otorgar no sustituirán 
lo que no surge de los estudios que no se realizaron. El problema es que este es un hecho consumado, y 
además viene el puente, que es una unidad con esto. Me pregunto por qué, siendo una unidad, el puente 
es C y esto es A, cuando se clasifica como A aquel proyecto que no tiene impactos ambientales 
significativos. 


El arquitecto Pablo Ligrone, que es un técnico reconocido en esta materia de ordenamiento 
territorial -fue uno de los asesores del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en 
la larga discusión de la Ley de Ordenamiento Territorial, así como de la Intendencia Municipal de Colonia- 
hace un informe muy categórico al respecto y dice que se requiere un estudio de impacto ambiental y que 
tiene que haber un Plan de Acción Integrada -PAl- esa nueva figura que se ha creado. Sin embargo, no 
existe tal Plan; lo único que hay es una información ambiental, ni siquiera un estudio de impacto ambiental 
proporcionado por el emprendedor. A mi juicio, de ninguna manera está bien hecha la clasificación. 
Además, no cabe duda de que el puente va a traer una importante corriente de argentinos, ya que se une 
con la costa de Maldonado, que es el lugar más caro del Uruguay, lo que da una posibilidad mucho mayor 
desde el punto de vista de su comercialización. 


Por otra parte, según una información que me llegó en estos días, esta consultante tiene títulos 
en la Bolsa de Buenos Aires y creo que un 27% fue comprado por las AFJP argentinas. Por tanto, vamos a 
tener al matrimonio Kirchner metido en este negocio de Consultatio; no se trata sólo de un inversor privado, 
sino que además hay participación del Estado argentino, ya que las Administradoras de Ahorro Previsional 
fueron estatizadas. 


En definitiva, tengo todas esas interrogantes para formular al señor Ministro. Quizás él no haya 
leído la acción de amparo que, reitero, fue desestimada, pero no porque los Considerandos fueran falaces, 
sino porque el Juez dijo que ese no era el procedimiento sumario y que se debía recurrir a otro tipo de 
juicio. ¿No se ha creído del caso revisar esto o llevar a cabo alguna acción administrativa? Me parece que 
el marco legal que rodea este tipo de actuaciones no ha sido considerado con la profundidad y rigurosidad 
debidas. 


Hace tiempo que quería hacer este planteo y escuchar al señor Ministro -que lo sé un hombre 
de recto proceder y buenas intenciones- para que me explique por qué sucedieron estas cosas, que me 
preocupan mucho. 


SEÑOR MINISTRO.- Antes que nada, quiero decir que es un gusto estar aquí con ustedes para brindar las 
explicaciones del caso y contestar todas las preguntas que se nos formulen. 


Para ilustrar a todos, quiero hacer una brevísima reseña de las fechas y de las distintas 
actuaciones vinculadas con el tema. 


En abril de 2008 se presenta la firma Consultatio solicitando la clasificación de un proyecto para 
la realización de una urbanización en el padrón en cuestión, que es el N” 43.395. Simultáneamente -esto 
nos consta por el resultado- la firma Consultatio solicita a la Intendencia de Rocha la viabilidad del proyecto 
de urbanización. 


Es del caso comentar que la Intendencia de Rocha tiene un plan específico para esta zona 
vigente, más allá de todo el trabajo que se está haciendo en cuanto al tema territorial. 


El 7 de abril el proyecto es calificado como B. 


Es importante tener presente cómo se realiza el trámite al solicitarse una autorización ambiental. 
En primera instancia, el propietario del proyecto lo presenta en la DINAMA y solicita que se catalogue A, B 
o C, proponiendo él mismo una letra. Por su parte, la DINAMA tiene diez días -en todo caso, la ingeniera 
Alicia Torres puede explicar esto muy bien, pues es su tarea de todos los días- para confirmar la letra o dar 
otra categoría. Incluso, si se exceden los diez días, automáticamente el proyecto queda clasificado con la 
letra que solicitó el propietario del proyecto, es decir, el inversor. Quiere decir, entonces, que el plazo entre 
que se presenta el proyecto y se otorga la categoría, es muy breve. 


El 20 de junio la Intendencia de Rocha dicta la resolución N* 1993/2008 -derivado del 
trámite paralelo que estaba llevando a cabo Consultatio S.A. en dicha Comuna- que aprueba desde el 
punto de vista municipal la viabilidad de la urbanización en cuestión. 


En julio de 2008 se presenta ante el Ministerio el promotor, desistiendo de su proyecto y 
solicitando el archivo del mismo. 


Es de destacar que la Ley de Ordenamiento Territorial entra en vigencia el 30 de junio. 


Posteriormente, el 22 de julio, la firma presenta un nuevo proyecto a realizarse en el mismo 
predio, que contenía modificaciones sustanciales. 


El 1? de agosto la DINAMA solicita información adicional, interrumpiéndose el plazo de diez días, 
y el 19 de agosto -luego de recibirse la información- se recomienda una clasificación con la letra A para 
este nuevo proyecto. 


Luego, el 30 de setiembre se concluye el trámite en el Ministerio disponiendo la resolución 
ministerial que concede la autorización ambiental previa. 


He relatado estos hechos, simplemente, para dejar claras las fechas y ordenarnos en el planteo. 


El señor Senador Moreira formula una pregunta muy clara en cuanto a cómo un proyecto fue 
catalogado con la letra A y luego con la B. Yo hago especial hincapié en el hecho de que se trató de dos 
proyectos distintos. Si bien ambos proyectos tenían diferencias sustanciales, quizás la más importante 
radica en que el segundo proyecto no tenía la interferencia, desde el punto de vista ambiental, sobre las 
cárcavas, lo cual había motivado justamente que el primer proyecto fuera clasificado con la letra B. En el 
primer proyecto, la intervención en el espacio incluía, digamos, una intervención equis sobre las cárcavas - 
no recuerdo exactamente si se hacía una laguna o alguna intervención de ese tipo- y por eso se otorgó la 
letra B. Sin embargo, el segundo proyecto, entre otros cambios, no toca las cárcavas. Por eso, no es 
disparatado que ese segundo proyecto -al no contener ese aspecto y no incorporar otros elementos que, 
según los técnicos de la DINAMA, fueran perjudiciales desde el punto de vista ambiental- sea clasificado 
con la letra A. Esta sería, entonces, la explicación de por qué aparecen esas dos letras; en definitiva, son 
dos letras para dos proyectos distintos lo cual, remitiéndonos al tema particular, se justifica plenamente. 
Obviamente, no hubo violación alguna del marco legal. Entendemos que el proyecto tuvo la aprobación 
municipal en lo que hoy respecta a la Ley de Ordenamiento Territorial, en la viabilidad del fraccionamiento; 
no es ni más ni menos que eso. De acuerdo con dicha normativa legal, eso es lo que hoy se pide a las 
Intendencias Municipales aunque, naturalmente, el camino sería distinto. En concreto, no estando la ley 
vigente, el Intendente dio la aprobación a través de la Resolución N* 1993/2008. 


A nuestro juicio, este es un aspecto clave en lo que hace a la discusión posterior en cuanto a que 
el proceso no había cumplido con la ley. Sobre el particular, adelanto que voy a solicitar que el doctor Diego 
Pastorin y la Directora General de Secretaría, doctora Alejandra Varela, hagan una mejor exposición sobre 
este tema desde el punto de vista técnico-jurídico. También es cierto que existió una acción de amparo que 
argumentó aspectos ambientales y de la legalidad del proceso. En este sentido, vale señalar que fue 


desechada en Primera y Segunda Instancia, incluso por motivos distintos. Nosotros también apelamos la 
Primera Instancia -aun cuando no daba mérito a la acción de amparo- porque entendimos que había otra 
formalidad que no estaba siendo cumplida, lo cual sí fue recogido por el segundo fallo. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Fue por razones de incompetencia? 
SEÑOR MINISTRO..- No, se trató de un tema de plazos. 


Es cierto que en el fallo de la Jueza hay una cantidad de comentarios que bien conocemos y con 
los que, obviamente, discrepamos. Más allá de que la exposición del fallo no es vinculante a nosotros nos 
preocupó, máxime cuando fue redactado con algunos desconocimientos clarísimos como, por ejemplo, que 
se dijese que el trámite se había procesado muy rápido, que había sido muy ágil. Acabamos de decir que si 
se presenta un proyecto al que se otorga la letra A, el trámite insume en DINAMA diez días, a más tardar. 
Incluso, podría decirse que demoré bastante en firmar la resolución ministerial porque lo hice luego de un 
mes y medio. Esto demuestra, entonces, que no fue tan rápido el trámite. Este es solo un ejemplo de tantos 
que podemos citar a propósito de cada una de las afirmaciones que realiza la Jueza en su fallo. De todos 
modos, creo que ese no es el tema de fondo que venimos a considerar. Lo importante es que defendemos 
la legalidad de lo realizado. 


La razón de que ese segundo proyecto recibiera la letra A y no la B o la C es un tema que está en 
el seno de los técnicos de DINAMA, que son quienes definen las categorías. Ellos no están presentes en 
esta Comisión, pero creo que participaron en algún momento de la instancia judicial. Lo cierto es que se 
trata de un asunto estrictamente técnico, por lo cual cuando nos llega un expediente, salvo que exista algún 
motivo fundado, no oponemos ningún cuestionamiento a las consideraciones técnicas de una oficina que 
tiene una muy buena reputación. Todos sabemos que los proyectos de mayor importancia en materia de 
montos y características pasan por estos funcionarios que tienen una amplia experiencia en la materia, 
porque son quienes han venido desarrollando esta tarea a lo largo de estos años, y a los resultados me 
remito. Por suerte, no tenemos una oficina que sea cuestionada por esos aspectos. De manera que la 
credibilidad sobre las consideraciones técnicas siempre es posible, incluso, en temas como las ciencias 
ambientales que tienen aspectos que no son de ciencia dura -como que dos más dos son cuatro- sino que 
pueden ser opinables. En definitiva, todos estos temas técnicos llevaron a la consideración de que este 
proyecto debía ser categorizado con la letra A. 


Es cierto también que recientemente ingresó a nuestro Ministerio la solicitud de autorización 
previa para el puente sobre la laguna Garzón, a continuación de lo que sería la Ruta 10. Esto ha ingresado 
hace apenas algunos días, y confirmo que ha sido categorizado con la letra C, más allá de que se solicitó la 
letra A. Varios fueron los motivos técnicos que llevaron a sostener que la letra que correspondía era la C. 
Es más, esto demuestra claramente que aquí no existe ningún pacto de caballeros porque, de no haber 
sido así, hubiéramos categorizado con la letra A todos los proyectos, lo cual hubiera resultado 
descabellado. Además -a propósito de esto, agradezco las palabras pronunciadas por el señor Senador 
Moreira hace unos instantes- quiero que no quede duda alguna de que somos gente bien. 


SEÑOR MOREIRA.- Eso no está en duda, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Por eso digo que con relación al fallo de la Jueza hubo algo que, para mí, estuvo 
fuera de lugar. Quizá, en el transcurso de la sesión tendremos oportunidad de realizar algunos comentarios 
específicos sobre varias de sus afirmaciones porque, incluso, me gustaría exponer algunas de ellas para 
demostrar que estuvieron fuera de lugar. 


Sobre la acumulación de efectos ambientales -utilizando en este caso lo que puede ser el 
emprendimiento del fraccionamiento Las Garzas- por la existencia del puente, podemos citar varios 
ejemplos de proyectos distintos. Cuando el proyecto Las Garzas llega a nosotros, no existía conocimiento 
alguno sobre él y, cuando se efectúa toda la tramitación que acabo de señalar, advertimos que queda 


totalmente fuera de los tiempos. Lo que ahora corresponde es que, dentro de los estudios que se realicen 
para la autorización de la construcción del puente, se analice el efecto acumulativo. Es decir que todo el 
emprendimiento del puente tiene, sin lugar a dudas, desde el punto de vista territorial, una gran influencia y 
constituye uno de los aspectos que, en su más amplio término, es ambiental y, como tal, debe ser 
analizado antes y después de la existencia de la Ley de Ordenamiento Territorial. Cuando se habla de 
impactos ambientales, a veces la gente tiende a pensar que nos referimos a la preservación de la biota o 
de determinadas características o calidades del agua o del aire; sin embargo, los aspectos ambientales 
antrópicos -de los que se generan muchos positivos y muchos negativos- son especialmente evaluados en 
todo estudio de impacto ambiental. Esto fue así antes y después de sancionada la Ley de Ordenamiento 
Territorial. Así debe ser hecho un estudio de impacto ambiental y de esa manera es analizado por los 
técnicos. De manera que no existe duda alguna de que, en este caso, llegada la instancia que se va a dar 
en estos próximos tiempos, el puente pasará por un análisis desde ese punto de vista, como impacto 
ambiental totalmente vinculante. 


No voy a extenderme mucho más en estos aspectos y sí voy a dejar en uso de la palabra a la 
doctora Alejandra Varela para que haga algunas precisiones sobre el aspecto legal que, sin dudas, es el 
que más nos preocupa y acerca del que deseamos dejar clara nuestra posición. 


En cuanto a la participación del Intendente, pensamos que para nada fue distinta de la que 
podría haberle correspondido a cualquier persona que ocupe ese cargo. Más allá de los colores políticos, 
es muy razonable que el Intendente se preocupe por la marcha de determinados emprendimientos de 
inversión dentro de los límites departamentales, pero de ninguna manera un Intendente puede estar 
definiendo o condicionando una resolución del Ministerio; eso lo descartamos absolutamente. 


SEÑORA VARELA.- Quiero hacer algunas precisiones acerca de un punto sobre el que el señor Senador 
Moreira ha puesto mucho énfasis. Me refiero al fallo de la señora Jueza que, a mi juicio, fue desafortunado 
y contiene algunas calificaciones sobre las que, en ningún momento, se mencionan pruebas, tal como 
habrá podido observar el señor Senador Moreira. En ningún momento la Jueza dice que “resulta de fojas 
tal del expediente que existió un pacto caballeresco” o que “resulta de fojas tal del expediente que hubo 
desprolijidades administrativas”. Y eso no se pudo incluir en el informe porque, sencillamente, se trata de 
afirmaciones que no están probadas. Se trata de consideraciones que, a mi entender, son realmente 
infelices. Creo, además, que la señora Jueza confunde procedimientos y la aplicación de la Ley de Impacto 
Ambiental con la de Ordenamiento Territorial. Por ejemplo, en determinado momento dice que del 
expediente no surge que se haya procedido de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13 de la ley puesta 
de manifiesto y publicaciones. Y eso es así porque no existe la supuesta desprolijidad administrativa, ya 
que el artículo 13 de la ley no aplica cuando un proyecto es calificado A. La ley dice que debe otorgarse la 
autorización ambiental sin más trámite y, por consiguiente, creo que existe desconocimiento de las leyes 
por parte de la Jueza. 


En otro sentido, quiero explayarme un poco sobre el hecho de que la aplicación de la Ley de 
Ordenamiento Territorial no correspondía, y no solamente por todo lo que explicó el señor Ministro y por la 
cronología de lo sucedido, sino porque tenemos un apoyo que surgió posteriormente y que surge a raíz de 
una consulta formulada al doctor Daniel Hugo Martins. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo leí y no lo comparto. 


SEÑORA VARELA.- Sin duda el doctor Martins es un abogado muy reconocido y, seguramente, el señor 
Senador Moreira lo conocerá, ya que ejerce la misma profesión. Quiero destacar, además, que el doctor 
Martins no es nuestro asesor, pero afirmó claramente que la ley no es aplicable. 


Volviendo al tema del fallo de la Jueza, pido al señor Senador Moreira que observe el rezongo 
que esa magistrada recibe en el fallo de Segunda Instancia, lo cual me parece que es bastante triste. 
Entonces, creo que los aspectos jurídicos y las imputaciones que se hacen, sin ningún medio probatorio 


por parte de un Juez Letrado que, en realidad, se desahogó en una sentencia con consideraciones fuera 
del objeto del proceso, no merecen mayores comentarios ni argumentaciones por nuestra parte, porque 
sencillamente en esa sentencia no se puede leer que alguna de las imputaciones realizadas haya sido 
probada. Por lo tanto, no nos vamos a hacer eco y confiamos en la honorabilidad de las personas que han 
actuado en el proceso, por lo cual no tenemos nada más que contestar al respecto. 


SEÑOR MOREIRA.- Al margen de que di lectura a algunos pasajes del fallo, realicé algunas preguntas. La 
doctora podrá discutir dicho fallo, pero el informe del doctor Martins, a mi juicio, es absolutamente 
equivocado. Quienes ejercemos esta profesión sabemos que los informes van para un lado y para el otro y 
hay más de una biblioteca en esta materia; los administrativistas, sobre todo, opinan de una manera o de 
otra y, reitero, a mi entender el informe del doctor Martins está totalmente equivocado. 


Por otro lado, voy a hacer las mismas preguntas que no me contestaron. Acá me dijeron que el 
fraccionamiento estaba autorizado y no es así. Que lo diga Martins, un Juez o el Tribunal de Apelaciones, 
pero viabilidad no significa autorización para el fraccionamiento, sino luz verde para avanzar sujeto a todas 
las autorizaciones correspondientes. Además, la ley vigente impedía, para la segunda clasificación, que se 
hiciera un fraccionamiento con una calle cada un kilómetro y medio. Esto es muy claro. El artículo 83 lo 
prohíbe; por eso después enviaron un proyecto de ley para modificarlo. Quizás la iniciativa estaba bien 
inspirada, pero el tema es que cuando se clasificó por segunda vez no había autorización de 
fraccionamiento y, sin embargo, acá me dijeron -repito- que sí lo había y eso consta en la versión 
taquigráfica. Esto me lo dijo el señor Pastorin y la ingeniera Alicia Torres y eso va más allá del fallo, está 
dicho acá y, repito, consta en la versión taquigráfica. Me dijeron que el fraccionamiento estaba autorizado y 
que no se ponga el Tribunal de Apelaciones por delante porque eso está acá, lo leí y lo pregunté. Eso fue lo 
que contestaron y no es verdad: el fraccionamiento no estaba autorizado. Por lo tanto, hay una omisión y 
una violación del marco legal vigente. No sé si esto lo dice la Jueza o no; lo digo yo. En su momento 
solicité su concurrencia a esta Comisión, pregunté y me contestaron que el fraccionamiento estaba 
autorizado, pero, como ya dije, la viabilidad no es autorización. El fraccionamiento y sus características 
surgen del Contrato-Plan que fue autorizado por una iniciativa del Intendente y por la aprobación de la 
Junta Departamental en el mes de diciembre. Eso es un contrato plan; yo los he hecho, quienes fuimos 
Intendentes sabemos de estos asuntos. Entonces, repito, viabilidad no significa autorización del 
fraccionamiento, sino dar la pauta de seguir adelante sujetos a todas las aprobaciones que corresponden 
en la esfera del Gobierno nacional y departamental. Además, el Ministro dijo que el tema del puente y los 
efectos acumulativos son de ahora, pero no es así: esto arrancó con el puente, esto no llegó como 
fraccionamiento solo, sino como fraccionamiento y puente. Estas dos cosas venían juntas -eran hermanos 
siameses- y, además, la viabilidad económica está hermanada. El Contrato-Plan contiene el puente, de 
modo que, hasta las preventas de los solares, su anuncio era con puente incluido. Por lo tanto, repito, este 
proyecto de ley venía con puente desde el inicio. Eso es así, aunque capaz que estoy equivocado o mal 
informado. Pero no había autorización de fraccionamiento, no había. Sin embargo, acá se me dijo que sí 
había. En el momento de la clasificación la ley prohibía hacer un fraccionamiento -como ya dije- cada 
kilómetro y medio. Eso es así y, de acuerdo con el artículo 83 de la ley, era cada diez mil metros. Pregunto 
esto y es lo quiero que se conteste: ¿cómo no se previeron los efectos acumulativos? ¿Sinceramente creen 
que los técnicos no se equivocaron? ¿Consideran que esto es para clasificar 486 lotes con pozos negros, 
prácticamente un centro poblado, en la costa de Rocha? ¿Piensan que esto no tiene impactos significativos 
sobre el medio ambiente en una zona de cárcavas? ¿No hay afectación que exija un estudio de impacto 
ambiental? No me convence que se diga que son muy buenos los técnicos de la DINAMA; lo tienen que 
probar. Si esto ha sido tan debatido, no creo que un fraccionamiento en esta zona, con un puente incluido, 
sea de poca importancia porque viene hermanado con el puente desde el inicio. Es así, inclusive la 
publicidad era así; los lotes se vendían así. He visto periódicos haciendo referencia al puente. Además, se 
viola la ley haciendo preventas. Incluso, empezaron a hacer construcciones y creo que el propio Ministerio 
ordenó detenerlas. Entonces, no hubo mucha seriedad en el planteo de contrato inicial, al margen del fallo 
que, al leerlo, me llama la atención. Los otros son hechos, pero no sé por qué se entendió que la 
clasificación era A, creo que merece alguna opinión de la DINOT, porque esto tiene que ver con el 
ordenamiento del territorio costero y no solamente con la afectación ambiental, sino que lo que se hizo fue 
ordenar el territorio en su más descarnada expresión. Esto es un emprendimiento turístico de gran porte. 
Entiendo perfectamente al Intendente en el sentido de que propende al desarrollo turístico de Rocha, pero 


lo que sucede es que acá no se trata del señor Ministro Lescano, sino del de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, para quien no son estas consideraciones. Mi preocupación en este tema es de 
índole ambiental con carácter de contralor del ordenamiento territorial. Sinceramente -y tengo alguna 
experiencia en estos temas- no podemos clasificarlo como A y no hay técnico que pueda convencerme de 
ello. Considero que con puente incluido y con efectos acumulativos no corresponde a la clasificación A. 
Además, todo lo que se señaló acá no era correcto y, a mi entender, la violación de la ley existió, ya que lo 
que esta exige no es viabilidad, sino autorización. La viabilidad, prácticamente, no es nada, es un inicio de 
las cosas. 


SEÑOR MINISTRO.- Tal como señalé anteriormente, la viabilidad del fraccionamiento es ni más ni menos 
que eso porque, efectivamente, después merece la aprobación de la Intendencia, justamente, en función 
de lo que también es la autorización ambiental. Alguno podría tener dudas en el sentido de si primero es el 
huevo o la gallina, pero lo importante es que mientras estaba vigente el proceso anterior, lo que desde 
nuestro Ministerio necesitábamos, como dato, es la definición de viabilidad del fraccionamiento. Por 
supuesto que este no es un requisito que completa pero sí lo que los técnicos necesitaban y lo que estaba 
establecido. Vuelvo a insistir en que eso no rige ahora, pero sí era lo que se pedía en proyectos anteriores 
y, en este sentido, existen amplísimos antecedentes. 


En cuanto al tema del puente como una superposición de efectos, insisto en que lo analizamos 
cuando llega el segundo efecto. No podemos actuar de antemano porque esa playa puede ser la cabecera 
de puente el día que Uruguay descubra petróleo, pero no podemos preverlo. Por lo tanto, a nosotros nos 
llegan los proyectos y vamos estudiando los efectos acumulativos, como corresponde. No sería para nada 
razonable ni lógico que lo hiciéramos cuando llega el proyecto con el efecto acumulativo presentado porque 
no tendríamos la capacidad de decidir otorgar autorizaciones ambientales con la responsabilidad que ello 
implica para el Ministerio, en función de proyectos futuros anunciados o no, o que eventualmente 
tendríamos que llegar a imaginar. Reitero que en el Ministerio no había ninguna tramitación al respecto y 
hoy -a los hechos me remito- es presentado y va a ser analizado el aspecto territorial complementario al 
puente. 


Con respecto a si corresponde o no la clasificación A, no quiero responder  -en épocas 
anteriores presenté varios estudios de impacto ambiental a la DINAMA, incluso, algunos eran muy similares 
a este proyecto- porque no estoy aquí como técnico, sino como Ministro, y respeto la decisión de los 
técnicos en ese sentido. 


En cuanto al tema legal, tal como señaló el señor Senador Moreira, puede haber una opinión u 
otra y el señor Senador puede o no estar de acuerdo con el informe del doctor Hugo Martins, pero no 
caben dudas de que es un prestigioso abogado y que, por más que represente a una parte, tiene una línea 
argumental que no es descabellada lo que, obviamente, no hace más que constatar que nuestra biblioteca 
existe. 


SEÑOR PASTORIN.- En la comparecencia anterior dijimos que había un acto administrativo del Intendente 
que daba viabilidad al proyecto. La aprobación es un acto complejo, que cuenta con una aprobación 
primaria del Intendente y con otra de la Junta. Desde el punto de vista jurídico, este tema tiene que ver con 
la aplicación de la ley en el espacio y el tiempo. Lo que se analizó en ese taller fue a partir de cuándo se 
aplicaba la Ley de Ordenamiento Territorial, para qué casos concretos y desde cuándo en los proyectos 
que estaban en trámite. Lo que expresamos fue que en ese acto administrativo -la resolución del 
Intendente lo es- no se aplicaba la Ley de Ordenamiento Territorial. Tenemos la Resolución NO 
1993/08 del 20 de junio, que da viabilidad y en función de esa resolución del Intendente, desde el punto de 
vista jurídico, entendimos que no se aplicaba la Ley de Ordenamiento Territorial porque su vigencia era a 
partir del 30 de junio. En función del acto administrativo de esa fecha, entonces, sostuvimos que no era 
aplicable la Ley de Ordenamiento Territorial. Esa es nuestra opinión, aunque también se hizo una consulta 
al doctor Daniel Hugo Martins. De todos modos, los temas jurídicos son opinables, por lo que se podrá 
compartir esa decisión o no. Reitero que nuestro fundamento jurídico fue que cuando se dictó esa 


resolución, la Ley de Ordenamiento Territorial no era aplicable para este caso concreto y, en función de 
eso, se actuó. 


Con relación al tema del puente, para la DINAMA se trata de dos proyectos: el de Las Garzas y el 
que se presentó por el puente, que no tienen vinculación desde el punto de vista del expediente 
administrativo. De todos modos, entendemos que el proyecto del puente dará para un análisis sobre el 
impacto que provocará en Maldonado y Rocha, pero ese tema será analizado en su oportunidad. 


Reitero que lo que nos da pie para interpretar que la Ley de Ordenamiento Territorial no es 
aplicable, es la resolución del 20 de junio dictada por el Intendente de Rocha. Repito que se trató de un 
acto administrativo y, por tanto, a ese proyecto se le aplicó la legislación anterior; entonces, de acuerdo con 
el Decreto N* 349/05 y por el artículo 2%, inciso 24, va a evaluación de impacto ambiental. Ese fue el 
fundamento jurídico por el cual entendemos que se aplicó la legalidad. Somos fuertes defensores de la Ley 
de Ordenamiento Territorial; estuvimos en muchas oportunidades en esta Comisión discutiendo el proyecto, 
defendemos la ley y una concepción planificadora en el territorio y vamos a continuar defendiéndolo con 
mucha fuerza, porque estamos convencidos de eso. Sin embargo, en este caso, y en función de los 
hechos, entendimos que no era aplicable. 


SEÑORA TORRES..- Es un gusto estar nuevamente aquí para conversar sobre estos temas. 


Quería hacer una aclaración con respecto a lo que planteaba el doctor Pastorin. En una 
comparecencia anterior en que se nos solicitó información respecto a si este fraccionamiento había recibido 
alguna autorización, afirmamos que sí, pero en el entendido que lo fundamentó el doctor Pastorin. Nosotros 
no somos abogados ni hemos tenido oportunidad de ser Intendentes, por lo cual esa disquisición de que la 
viabilidad y la autorización son fases distintas de un proceso, no la conocíamos. Para nosotros, el Gobierno 
Departamental le había dado una aprobación inicial al proceso y, por tanto, ya estaba en curso. 


Por otro lado, siempre me gusta reiterar lo que se entiende por evaluación de impacto ambiental: 
es un proceso regulado por el Decreto N* 349, producto -siempre- de la interacción entre determinado 
territorio con ciertos valores y características y un proyecto que se inserta en él. De la interacción de ese 
proyecto en ese ambiente es que se generan impactos. Jamás decimos -difícilmente se podría 
encontrar en la versión taquigráfica- que no se generen impactos en la relación proyectos-ambiente, porque 
siempre existen. Lo que procuramos es valorar esos impactos y para ello existen procedimientos técnicos, 
metodologías, libros y evaluaciones. Insisto, existen valores y grados que permiten llegar a la conclusión 
de que, por ejemplo, tal conjunto genera impactos significativos por lo que merece la clasificación C) o que, 
por el contrario, genera impactos nada significativos y, entonces, es clasificado A). En definitiva, de esto se 
trata: tanto si cambia el ambiente como si se modifica el proyecto, se altera la interacción, por lo cual 
merece una nueva clasificación. Si lo que se va a poner arriba de ese ambiente es diferente de lo que se 
iba a colocar antes, estamos ante una nueva interacción, por lo cual merece una nueva evaluación. Por 
ende, para nosotros se trata de un nuevo procedimiento de evaluación de impacto ambiental de un 
proyecto nuevo sobre un mismo ambiente. 


Muchas veces nos sucede también que cierto emprendedor nos comunica que corrió su proyecto 
veinte metros o veinte kilómetros, y que es lo mismo; para nosotros no es lo mismo, pero es difícil que se 
entienda. Se trata de otra interacción, porque es el mismo proyecto pero en otro ambiente, que merece un 
nuevo análisis; puede ser que arroje la misma conclusión como una diferente. Eso depende del proyecto, 
del ambiente y de cómo se conjugue esa interacción. Por lo tanto, no es cierto que existan reglas estrictas 
y que todos los proyectos van a ser A), B) o C) en determinado lugar. Insisto, depende de las condiciones 
del proyecto y del lugar. 


Como decía hace unos instantes la doctora Varela, podríamos ir cuestionando una a una varias 
de las afirmaciones realizadas por la señora Jueza. Si mal no recuerdo, afirmó que el territorio no se podía 
haber clasificado como A). Lo cierto es que no existe la posibilidad de clasificar territorios. Lo que se 


clasifica siempre es un determinado proyecto presentado con esa configuración, en un determinado 
territorio. Si cambia el proyecto o el territorio, cambia la relación proyecto-territorio. Deseo que esto quede 
bien claro, de manera que se entienda qué es un proceso de impacto ambiental. 


Por ahora es cuanto deseo aclarar. 


SEÑOR MOREIRA.- Sinceramente, sigo discrepando. No se trata de un acto administrativo cualquiera. En 
su momento -voy a citar textualmente la versión taquigráfica- el señor Pastorin dijo: “Cuando había un acto 
administrativo autorizando el reglamento no se aplicaba la Ley de Ordenamiento N* 18.308, ya que en 
realidad estaba vigente el marco legal anterior. Por lo tanto, todos los proyectos que ya contaban con un 
acto administrativo del Gobierno Departamental otorgando la autorización, quedaron en el marco de la ley 
anterior. Mientras tanto, aquellos que estaban a estudio, aunque en etapas muy avanzadas, es decir, en 
vías de resolución, pero todavía no han sido contemplados por un acto administrativo, eran abarcados por 
la Ley N* 18.308”. Acá no se trata del acto administrativo de la viabilidad; de ninguna manera. 


El proyecto está en el Contrato-Plan y sé muy bien de lo que estoy hablando. La viabilidad 
consiste en decir, por ejemplo, “vamos a realizar un fraccionamiento”, pero eso nada tiene que ver con un 
acto administrativo autorizando algo consistente como lo es un contrato-plan que contiene todos los 
detalles del emprendimiento y, además, en este caso, el puente. Está firmado en el contrato. Incluso, he 
escuchado al Ministro Rossi hablar de la importancia del puente y de la donación de U$S 3:000.000. ¡Y sí: 
son negocios! No digo que sean malos y que violen la ley, pero no me pueden negar que el impacto 
acumulativo estaba declarado desde el principio. Por más que no cuenten con los papeles, imagino que 
leerán los diarios; todo el mundo se enteró de que este proyecto incluía el puente. Los abogados decimos 
que lo que no figura en los expedientes no está en el mundo, y no es así. Estaba en la información 
comercial, en la conversación con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas donde, incluso, había un 
ingeniero -que fue el que le hizo el proyecto a Constantini- que es, justamente, el Director de 
Infraestructura. Creo que los impactos acumulativos tendrían que haber sido considerados desde el 
arranque por más que no figuraran en los papeles, porque considero que nadie puede alegar ignorancia en 
el tema. Hay que tener en cuenta todo el cúmulo de circunstancias y detalles que rodearon esto, así como 
también el hecho de que no había mediado autorización para el fraccionamiento. Me parece que, en primer 
lugar, no correspondía clasificar. Pero, además, el literal A) del artículo 5% del Decreto N* 349 dice que la 
Categoría “A” incluye aquellos proyectos de actividades, construcciones u obras cuya ejecución sólo 
presentaría impactos ambientales negativos no significativos, dentro de lo tolerado y previsto por las 
normas vigentes. Esto es un centro poblado, y estamos hablando de 486 lotes en la costa; no se me puede 
decir que el terreno costero no tiene que ser protegido especialmente. Sin duda, no es lo mismo llevar a 
cabo el proyecto en esta zona que hacerlo en el interior del departamento de Tacuarembó. En este caso se 
trata de una zona costera con cárcavas, y la Ordenanza Costera de Rocha dice que las cárcavas 
constituyen suelo no urbanizable. ¿No se justificaba realizar, por lo menos, un estudio de impacto 
ambiental? 


Además, me pregunto -y también planteé esta interrogante en el Plenario del Senado- por qué se 
modificó la ley. Seguramente este proyecto tuvo algo que ver. Con la legislación anterior no se habría 
podido aprobar ni siquiera el Contrato-Plan, porque la ley impedía realizar un fraccionamiento de estas 
características. Por algo se modificó, entonces, la Ley de Propiedad Horizontal, en el artículo 83, y después 
inmediatamente se volvió a cambiar. Creo que este proyecto -y quizás también otros- tuvo algo que ver; y 
quien habla preguntó al respecto desde el comienzo. Entonces, si bien en esto ya nada tiene que ver el 
señor Ministro, la realidad es que se cambió la ley, cuando en la discusión de los principios de la Ley de 
Ordenamiento Territorial siempre estuvo presente el tema de la protección del territorio costero, las zonas 
frágiles, los ecosistemas, etcétera. Estamos hablando de principios muy defendibles, y creo que todos 
coincidimos en esto. 


En definitiva, no me convencen las explicaciones que se nos han brindado. El señor Ministro tiene 
su teoría, pero creo que, en este caso, tengo razón; por tanto, continúo muy preocupado por este tema. 
Además, si ahora hay impactos acumulativos, ¿qué se va a hacer? ¿Se va a cambiar la categorización? Ya 


no se puede, es tarde, porque el proyecto está consumado y, quizás, hasta habrán empezado ya las 
construcciones. Me parece que no tiene sentido estudiar los impactos acumulativos después de surgido el 
segundo proyecto, sobre todo cuando ya había sido anunciado. Para mí estas dos cosas son indivisibles. 


SEÑOR ARANA.- En mi caso, voy a hablar como Senador -obviamente- pero no puedo soslayar que 
también podría hacerlo como ex Intendente y como ex Ministro. En este sentido, señalo que, por lo menos 
en mis actuaciones -me refiero tanto a las anteriores como a las presentes- si hay algo que nunca he tenido 
en cuenta es todo aquello que está fuera de las explícitas formas con que los trámites se efectúan. O sea, 
nunca hemos tenido en cuenta folleterías, trascendidos de prensa ni artículos escritos por personas de 
cualquier ámbito o del específico de que se trate. Y esto ha sido así en las muchas actuaciones y 
propuestas que se han venido generando, diría que felizmente, aun aclarando que no he coincidido con 
todas ellas. 


Tampoco soy de los que aceptan cualquier inversión, con un sentido puramente economicista, 
pues me parece que valorar ese parámetro en forma exclusiva, dejando de lado aspectos prioritarios que 
tienen que ver con características equilibradas desde el punto de vista territorial y ambientalmente 
sustentables, es algo socialmente muy discutible, éticamente incompatible y políticamente regresivo. 


En cambio, sí me importa saber -digo esto para que quede claro entre nosotros y también para 
que quede consignado en actas- cuáles pueden ser las diferencias entre un proyecto y otro pues, según 
tengo entendido, hay dos proyectos distintos, que merecieron categorías diferentes. Creo que la ingeniera 
Alicia Torres se ha expresado con mucha justeza; en realidad, ya lo había hecho anteriormente, pero me 
pareció muy bien que volviera a hacerlo en esta oportunidad. Aun así, pienso que una respuesta 
complementaria podría ser rotundamente más esclarecedora, si se logra dejar bien explicitadas cuáles son 
las diferencias entre una y otra propuesta, de manera tal que se pueda entender, con la mayor claridad 
posible, el porqué de ambas calificaciones. Quizás de esta forma podrían quedar definitivamente aclarados 
muchos de los problemas que aquí se han planteado. 


SEÑORA TORRES.- Cuando se inició el primer proyecto y se lo calificó como “B”, se hizo una observación 
específica sobre el tema de las cárcavas, que es uno de los ambientes cuya incidencia podía generar 
impactos significativos. Cuando esto sucede, no quiere decir que haya que abandonar el proyecto, sino que 
se pide que se analice en detalle esa interacción y se propongan las medidas de mitigación o de 
compensación que permitan viabilizarlo; si esto no fuera así, ningún proyecto que se calificara como *C” 
sería finalmente autorizado por el señor Ministro. Entonces, lo que indican el “A”, el “B” o el *C” es el grado 
de profundización de los análisis necesarios para llegar a la toma de decisión. Cuando un proyecto es 
comunicado y se autoclasifica al proponente en “A”, no quiere decir que no se deba presentar la 
información ambiental necesaria para poder avanzar en un primer análisis de esa interacción proyecto- 
ambiente. Esa información existe y, por supuesto, estuvo presente en cualquiera de las comunicaciones, 
tanto del primer proyecto como del segundo. 


Cabe aclarar que, específicamente en el segundo proyecto, está pedida una información 
complementaria porque dimos cuenta de que se trataba de un mismo padrón. Esto podría haber sucedido 
en un tiempo breve o en un plazo más largo y, de hecho, por ejemplo, hace cinco años nos ocurrió que 
alguien presentó un proyecto que no se ejecutó y ahora, cuando se presenta otro, tenemos que aludir a 
eso, destacar que existe una comunicación anterior que fue clasificada en aquel proyecto y preguntar qué 
sucedió entre ambas propuestas. En general, hacemos este tipo de preguntas, pero no solamente para 
este caso, sino para todos. Entonces, realmente está marcado lo que justifica la generación de un nuevo 
proyecto, y tiene que ver con el tema del manejo de las cárcavas. 


Hay que destacar que en el segundo proyecto no hay intervención de las cárcavas y se establece 
un retiro adicional de la franja de protección de costa, elemento que para nosotros era importante porque 
mitigaba los posibles efectos en esa zona, teniendo en cuenta la situación en otras partes de la costa, 
donde muchos de los fraccionamientos de los balnearios llegan hasta el agua. Ahora aparece un proyecto 
que propone un alejamiento mayor de la franja del mar, por lo que se protegen más las dunas. Como se 


sabe, éstas generan la dinámica de abastecimiento de arena a las playas que están más alejadas, las que 
reciben arena de ese circuito. 


Por lo tanto, se plantea un mayor retiro de las construcciones en los lotes que estuvieran frente a 
las cárcavas, así como la no afectación de estas últimas. De alguna manera, estas tres variables hacen 
que el proyecto y que la interacción proyecto-ambiente sean distintos, y que se justifique un nuevo análisis 
sobre la base de la información aportada. Evidentemente, nosotros no hacemos la evaluación del impacto 
ambiental basándonos en el dibujo de un proyecto, sino que existen metodologías y maneras de ponderar 
los impactos. Todo eso está informado en el proyecto. 


SEÑOR ARANA.- Ante todo, agradezco la información que está brindando la ingeniera Torres. A su vez, le 
pediría que nos ilustrara acerca de los parámetros métricos de ese alejamiento, para que todos podamos 
tener una idea más cabal al respecto. Asimismo, me gustaría conocer los criterios o las características a 
tener en cuenta -en la medida que existieran- con relación a los efluentes que podrían generarse una vez 
aprobados los loteamientos y realizadas las construcciones. En síntesis, quisiera saber qué tipo de 
condiciones complementarias podrían requerirse para un emprendimiento de esta naturaleza. 


SEÑORA TORRES.- Respecto a las dimensiones, se plantea un retiro adicional de 59 metros más, sobre 
los 150 de la faja de defensa costera. Por supuesto, hay una propuesta de tratamiento de los efluentes que 
garantiza las condiciones de calidad del entorno, aunque igualmente van a ser monitoreadas. 


SEÑOR ARANA.- O sea que no habrá cuatrocientos y tantos pozos negros. 


SEÑORA TORRES.- Así es. En el documento del proyecto se establece un tratamiento para garantizar la 
viabilidad ambiental del proyecto, que fue evaluado por los técnicos. Justamente, en este tipo de proyectos 
los efectos que se ven son los vinculados, sobre todo, al manejo de los efluentes de las casas, con el 
cuidado los jardines y la utilización de fertilizantes. De una u otra manera, en otras urbanizaciones -por 
ejemplo en la de la laguna del Diario- se desencadenaron afectaciones no deseadas por el tipo de 
enjardinados, pero en este caso todo eso fue analizado. 


Entonces, reitero que el hecho de que haya sido clasificado como A no implica que no tenga un 
estudio adecuado, sino que con la información que existía hasta el momento no se requería un estudio más 
profundo, como sucede cuando es clasificado B. En general, cuando se clasifica como B se hace un 
estudio específico de una sola variable y cuando es clasificado C se hace un estudio más completo de 
todas las variables. 


Por otra parte, quiero reiterar que en el expediente en el que se comunica este fraccionamiento 
se evalúa el contexto, pero no existe ningún antecedente administrativo del proyecto del puente. Desde el 
punto de vista técnico, sería muy irresponsable que nosotros estuviéramos evaluando un proyecto en el 
escenario de la introducción de otro proyecto del cual no tenemos la más mínima información. Se dice que 
vamos a acumular con un puente pero, ¿de qué puente se trata? ¿De uno de una pata, de dos patas, 
curvo, recto, de madera, de hormigón, de metal? Si no hay comunicación formal y ni siquiera alguna 
información sobre un proyecto de puente, ¿cómo vamos a evaluarlo? Sería muy irresponsable desde el 
punto de vista técnico, reitero, hacerlo por una información de prensa. Nosotros tenemos que justificar 
nuestras valoraciones y los informes que elevamos al señor Ministro, para que tome su decisión en base a 
la documentación técnica contenida en el expediente. De lo contrario, ante un juicio o algo similar, nosotros 
apareceríamos brindando información generada sin ninguna documentación que respalde esa toma de 
decisión. Cuando trabajamos técnicamente, lo hacemos de manera fundada, con metodologías probadas y 
publicadas, y elevamos al señor Ministro todas esas consideraciones para que tome la decisión con la 
documentación que la respalda. 


SEÑOR PASTORIN.- Deseo hacer algún comentario con respecto a la modificación que se hizo a la Ley de 
Ordenamiento Territorial. Esta ley no fue hecha a medida por nosotros; no fue iniciativa del Poder Ejecutivo, 


sino del propio Parlamento. Este proyecto abre la posibilidad de permitir urbanizaciones de más de 10.000 
metros cuadrados -lo que no estaba previsto en la Ley N* 18.308- siempre en el mismo marco y con el 
mismo espíritu. Esto significa que se puede habilitar ese tipo de urbanizaciones mayores en consonancia 
con el instrumento de ordenamiento territorial, es decir, con lo que establecen los artículos 16, 17, 19, 20 y 
21, que refieren a los planes sectoriales, los planes parciales y las propias directrices departamentales. O 
sea que la excepcionalidad de las urbanizaciones de más de 10.000 metros cuadrados se enmarca en un 
instrumento de ordenamiento territorial que tiene que elaborar la Intendencia y en el procedimiento que la 
propia ley establece en su artículo 24. No se trata de una excepción hecha por fuera del marco conceptual 
de la Ley de Ordenamiento Territorial. 


De todas maneras, reitero que la modificación a este proyecto no fue una iniciativa de nuestro 
Ministerio, sino que fue realizada en el marco del análisis posterior que se hizo por parte de distintos 
actores. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero hacer hincapié en que me interesa que en estas instancias no quede ninguna 
pregunta sin contestar, más allá de que las respuestas convenzan o no. 


En definitiva, sí me interesa que quede claro que hubo un accionar consciente y, a nuestro 
criterio, absolutamente legal, respaldado técnicamente por el trabajo que realizaron nuestros técnicos. 


Por otro lado, quisiera hacer mención a lo que el señor Senador Arana señaló con respecto a la 
producción sustentable, que es exactamente la línea de acción que guía a nuestro Ministerio en 
prácticamente todas sus Direcciones. Hoy por hoy -aprovecho a decirlo porque es algo que no dejamos de 
pregonar- en distintos sectores -y también a nivel de políticos de todos los partidos- aún existe en el 
Uruguay una visión que todos debemos tratar de eliminar, que antepone la producción a la protección del 
medio ambiente, lo cual es verdaderamente arcaico. Como anécdota, en este sentido puedo comentar que 
ayer me realizó una entrevista la gente de Equipos Consultores sobre opiniones ambientales. En 
determinado momento me hicieron una pregunta que motivó que una vez finalizada la entrevista, llamara a 
Zuasnábar para mantener una larga conversación al respecto. Me preguntaron: “¿Usted opina que cuando 
se protege el medio ambiente se perjudica a la producción, o que cuando se produce se perjudica al medio 
ambiente?” Esas eran las alternativas. Dije que no respondía a ninguna de las dos, porque la pregunta 
parecía enmarcada en la visión de hace treinta años. Zuasnábar me dijo que lo están analizando para no 
perder la serie de las respuestas que da la gente. Tengamos en cuenta que la pregunta estaba induciendo 
a esa visión arcaica que, reitero, debemos erradicar. Hablamos de algo fundamental para la planificación a 
largo plazo de cualquier país, que es lo que debe incluir una política de Estado. 


En la actualidad, la ONU tiene oficinas enteras en Ginebra con gente trabajando en producción y 
medio ambiente. Entonces, no podemos seguir con una visión economicista de estos aspectos. Si no se 
produce teniendo en cuenta la preservación del ambiente, la producción no es sustentable y el propio 
empresario será el primero en perjudicarse. Este pensamiento lo estamos viendo, justamente, en los 
grandes empresarios -aunque algunos creen que vienen a alterar las condiciones ambientales- que son los 
primeros en preocuparse. Independientemente de que su proyecto sea catalogado como A, B ó C, ellos 
igual hacen su estudio de impacto ambiental, evaluándolo por sus procedimientos internos, porque es una 
exigencia de sus propias normas para lograr las certificaciones. 


Después de años de lucha a nivel municipal, hemos logrado mejorar el tema de los efluentes de 
las curtiembres, que en cierto modo fue lo que generó esta opción de fuentes de trabajo versus protección 
del medio ambiente. Pues bien; hoy en día la curtiembre que no cumple con el tratamiento de sus efluentes 
no puede exportar. Es así que logramos reducir la contaminación en base a una óptica moderna, hacia la 
que apunta el mundo. 


Si bien el tema es mucho más amplio, no tengan dudas los señores Senadores de que ese es el 
faro que nos guía, independientemente de opiniones con respecto a un asunto puntual como el que nos 


ocupa en el día de hoy. 


SEÑOR MOREIRA.- Debo decir que, ciertamente, participo de esa filosofía. Fui Intendente de un 
departamento que recibió muchísimas inversiones, pero siempre consideré que debían ser absolutamente 
compatibles con el cuidado de los valores ambientales y patrimoniales. Días pasados tuvimos una 
discrepancia con el señor Senador Fernández Huidobro cuando sostuvo que el Puerto de Colonia debía ser 
de cargas. Sin duda desconoce la realidad de Colonia, que tiene el casco histórico portugués a escasos 
150 metros del puerto, por lo que el de carga nunca podría ser un manifiesto destino. Como está presente 
el señor Subsecretario Couriel, aprovecho para decir que él sabe que el puerto que tiene ese manifiesto 
destino es el de Juan Lacaze. 


En síntesis, creo que hay que compatibilizar esos aspectos y, justamente, creo que en este tema 
esa fue la falla. 


Por otro lado, he escuchado hablar al señor Constantini al respecto, con ese discurso salvaje de 
un hombre que viene con mucha plata y al cual, por ese solo hecho, hay que abrirle todas las puertas 
porque, como los demás son unos atrasados, él viene a civilizarlos. Realmente, no me gustó escuchar esas 
cosas y me parece que aquí debió haber mediado otra cautela, porque el principio precautorio del derecho 
ambiental se debilitó. Sinceramente, así lo pienso y como le tengo mucho respeto al señor Ministro, quería 
decirle esto de frente. En lo personal, tengo experiencia en esta materia y sé que cuando estas cosas se 
presentan hay que barajarlas en el aire, porque el puente venía con esto y todo el mundo lo sabía. Esto no 
estaba plasmado en un papel -porque no somos hombres de papeles- pero sí en la realidad. Los efectos 
acumulativos deben ser vistos no sólo en los papeles, sino también en las realidades que se nos vienen. 


Por lo tanto, creo que las precauciones y las previsiones que se debieron haber tomado tendrían 
que haber sido otras, porque aquí hemos presenciado una violación del ordenamiento legal. Insisto en este 
aspecto, porque estoy absolutamente convencido de ello. De todas formas, seguiremos adelante con 
nuestras propias convicciones. 


Para finalizar quiero decir que las preguntas fueron respondidas, pero las respuestas no me 
satisficieron. 


SEÑOR ARANA.- Pido excusas, pero en virtud de que debo concurrir a otra Comisión, debo ausentarme 
de Sala. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El retiro del señor Senador Arana no implica de modo alguno la finalización de 
esta sesión, por lo que tenemos disponible todo el tiempo que se requiera. 


SEÑOR MINISTRO.- No tengo más para agregar en lo que respecta a las preguntas; lo que sí me importa 
es que todas hayan sido respondidas. 


Simplemente, voy a realizar una reflexión final porque, en general, uno se apasiona con este 
tema y podría estar horas debatiendo sobre él, pero esa no es la intención. 


En términos generales, es muy importante hacer el análisis de estos proyectos desde el punto de 
vista territorial. 


Un aspecto que hay que tener presente en este caso particular es que, si bien la Ley de 
Ordenamiento Territorial no estaba vigente y por eso no regía, la Intendencia Mu nicipal de Rocha tenía su 
Decreto 12/2003 -que es una ordenanza costera del departamento de Rocha- en el que figuraba la 
viabilidad del proyecto. Esto permite dar tranquilidad sobre un tema en el que se habían hecho los estudios 


-en sus mayores términos ambientales- en materia territorial lo que, obviamente, en estos casos importa 
mucho. Sin duda que podemos analizar muchos temas técnicos y decir por qué no se efectuó un estudio 
ambiental. La ingeniera Alicia Torres explicó muy bien que a veces uno entiende que una “A” no tiene el 
estudio de impacto ambiental correspondiente; sin embargo, en la ley se establece que cuando se hace la 
presentación del proyecto, el propio emprendedor está obligado a identificar los impactos ambientales y 
cómo los va a tratar. Luego, esto ayudará a definir si un proyecto será categoría “A” o “C”. No se trata de 
que un papel diga: “Quiero la letra 'A”; hay una cantidad de componentes que deben ser tenidos en cuenta 
a la hora de llevar a cabo una categorización, como, por ejemplo, el tema de los efluentes, que puede 
preocupar mucho. En este sentido, se nos podrá preguntar cómo se va a encarar el problema de los 
efluentes con 480 casas, a lo que respondemos que no tengan duda que hoy por hoy en el mundo este 
tema ha sido totalmente resuelto y no es ninguna magia. De hecho, por suerte, no venimos a este ámbito 
cada vez que, por ejemplo, MEVIR efectúa un emprendimiento y, sin embargo, nadie se plantea que debe 
tener la letra “B” o *C”. 


Por lo tanto -insisto- nuestra intención es la de poder dar las explicaciones sobre cada uno de los 
puntos e informar cómo fue la tramitación que nos guió. Creemos que todo fue a derecho y respetando las 
opiniones técnicas de quienes debían emitirlas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Desde nuestro punto de vista han sido claras las explicaciones brindadas en 
todas las comparecencias que el equipo ha realizado en esta Comisión y también en la de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial. Sin duda, a estos temas les hemos hecho un seguimiento por el interés particular 
que han manifestado los señores Senadores pero, además, porque en esta Legislatura hemos estado 
tratando de que la normativa en materia de ordenamiento territorial y protección del ambiente sea la que 
coloque al país en un nivel de excelencia que nos permita mantener la denominación de Uruguay Natural, 
sin por ello generar falsas contradicciones en cuanto a que eso implica seguir con el arco y la flecha. 


Por lo tanto, entendemos que se han dado explicaciones ya brindadas en la sesión del 22 de 
octubre de 2008, por supuesto con la ampliación de la que hemos podido escuchar detalles interesantes 
para todos. 


Agradecemos la presencia de nuestros invitados y, sin duda, seguiremos convocándolos en el 
futuro. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 10 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


